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A la memoria del animalista Daniel Eduardo Osorio Osorio, abusado sexualmente e inducido a la prostitución por los curas de su colegio, los clérigos de San Viator.
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La investigación que van a leer es el resultado de quince meses de reportería pura y dura, y fue escrita a seis manos: Carlos Mauricio López Rueda, mi alumno de la Universidad de Antioquia, y Pacho Escobar Rivera, mi hermano de la vida, pusieron su talento literario a disposición de los lectores de Este es el cordero de Dios. Ambos, alumno y hermano, son maestros del periodismo y dueños de una prosa exquisita.









PRÓLOGO


Miserere nobis


No son casos aislados. Los hallazgos del periodista Juan Pablo Barrientos muestran que los abusos sexuales contra niños por parte de sacerdotes son una práctica extendida y habitual. Un modus operandi criminal que se ha repetido de pueblo en pueblo y de parroquia en parroquia. Los victimarios son hombres adultos investidos de autoridad, con ascendiente sobre la comunidad y con aterradora certeza sobre la impunidad que cubrirá sus actos. Las víctimas son en general niños, casi siempre pobres y muchas veces abandonados o miembros de familias disfuncionales. El delito se repite una y otra vez y las víctimas ruedan de mano en mano, de cura en cura, por muchos años.


La historia de Pedro, como ha llamado Barrientos a la víctima para proteger su nombre, es la de un muchacho que se atreve a denunciar a los treinta y siete curas que abusaron de él, que lo compraron por monedas aprovechándose de su pobreza, que lo convirtieron en mercancía de placer, que se lo turnaron entre ellos y que lo hundieron en la prostitución desde su niñez.


Un niño al que abandona su padre antes de nacer y a quien su madre deja tirado en manos de un nuevo marido que no lo quiere y que hace todo lo posible porque sienta que es una pesada carga desde la primera infancia. Mientras los miembros de la familia del padrastro lo humillan permanentemente, solo la abuela de ocasión le brinda algún cariño y ternura que desaparecen cuando la señora muere y él apenas tiene doce años.


De ahí en adelante, por la senda de la pobreza y el trabajo infantil, cae en las manos del primer cura violador, un criminal que valiéndose de su investidura y los recursos que recibe de la comunidad se aprovecha de la ingenuidad y la necesidad de Pedro. Ese es solo el comienzo de un infierno que se vive en los altares y las casas curales del departamento del Meta y que, a fuerza de repetirse, empieza a ser percibido como una situación normal por la víctima y por otros que comparten su triste condición.


Pedro no solamente es entregado como regalo sexual en el círculo de los curas que se lo rotaron sino que además desempeña todo tipo de oficios y recibe como caprichosa remuneración una propina: unos zapatos usados, una camisa, unos pocos pesos. “Lo de la gaseosa”, dice él mismo. Una forma de esclavitud por donde se mire.


El relato del abuso es también un llamado a la sociedad que durante muchos años ha permitido que, en virtud de su condición de religiosos, existan abusadores sexuales que viven por encima de la ley.


El Concordato, es decir el tratado que reglamenta las relaciones entre El Vaticano y la República de Colombia, establece que la Iglesia católica es independiente y autónoma frente a la potestad civil. Así mismo consagra que la legislación canónica es independiente de la civil y debe ser respetada por las autoridades colombianas. Aunque el mismo acuerdo señala que los religiosos que delincan serán procesados por jueces y tribunales civiles, en la realidad hay una especie de blindaje jurídico para los curas.


Por arte de interpretación y analogía una norma encaminada a garantizar la autonomía administrativa de la jerarquía católica ha sido ilegalmente extendida hasta convertirla en un burladero que ampara curas delincuentes y que les concede a los obispos una facultad no escrita para limitar la acción de las autoridades civiles.


La trampa macabra que permite que los sacerdotes católicos estén sometidos, en la práctica, a unos procedimientos diferentes se ha convertido en un territorio de impunidad donde la norma es rey de burlas. Los archivos sobre abuso sexual a niños terminan elevados a secretos de fe, alejados de los entes investigadores y censurados para el público. Una total opacidad que favorece a los pederastas.


Las pesquisas internas de la jerarquía católica parecen más orientadas a preservar la imagen de la Iglesia que a castigar a los delincuentes. Aún peor, en el caso de Pedro la Arquidiócesis de Villavicencio oculta denuncias e información a las autoridades civiles para evitar el escándalo y proteger a los curas criminales.


En efecto, el libro revela que una cosa dice el papa y otra, muy distinta, pasa en las diócesis. Las pomposas comisiones pontificias de “buen trato a los niños, niñas y a los adolescentes” se arman por orden de su santidad, pero atendiendo exclusivamente el señalamiento del poderoso dedo de un arzobispo. Su excelencia reverendísima nombra investigadores a los comensales de las mesas curales, creyendo que la obligación de los elegidos es portarse como devotos feligreses y no como investigadores independientes.


En este preciso caso prevaleció la honestidad de dos abogadas sobre la obediencia a la jerarquía. La conducta de estas investigadoras es tan loable como excepcional. Gracias a ellas, la denuncia de la víctima es oída y los nombres de los curas salen a flote.


Ellas, que no se dejaron reducir a la condición de beatas dóciles, hacen valer sus conocimientos jurídicos y su experiencia investigando abusos sexuales contra niños. También levantan su voz legítima y legal cuando, por la vía de los especialistas en derecho canónico, quieren callarlas y tapar las evidencias que van saliendo a la luz. La opción de ellas por la búsqueda de la verdad y la justicia es complementada por otra mujer: una curtida exfiscal que actúa como defensora de Pedro.


Ahí se acaba lo ejemplar. A pesar de ellas, todo lo demás es el favorecimiento del victimario sobre la víctima, del fuerte frente al débil. Los curas no reciben una sanción proporcional a su falta, ni la justicia civil cumple con el deber de defender los derechos de las víctimas y llevar a la cárcel a quienes los han atropellado. Varios de los victimarios murieron sin haber conocido el menor reproche y fueron sepultados con sentidos sermones que reivindicaban la pretendida entrega a Dios de estos delincuentes.


Aquí hay una nueva paradoja. La Iglesia, que es muy vieja y muy sabia, trata en estos casos de convertir a los criminales en meros pecadores. Un cambio de parroquia, moverlos de ciudad en ciudad, transferirlos a otro país donde no tengan historial. Es decir la autoridad eclesiástica no busca un castigo ejemplar para los violadores de niños sino que los ampara con el silencio y con los traslados multiplica el peligro para nuevas víctimas potenciales: otros niños en otras partes.


Digo que es una paradoja porque esa misma Iglesia opera al revés. En muchas ocasiones trata de convertir en delito lo que para su credo es pecado. Por ejemplo, la Iglesia trabaja activamente para criminalizar integralmente el aborto y eliminar las excepciones en las que está permitido. La mano negligente o cómplice ante los abusadores sexuales es la misma que levanta su dedo acusador frente a la autonomía reproductiva de las mujeres.


Esa doble moral se refleja de manera patente en Este es el cordero de Dios, un doloroso retrato de impunidad y una evidencia de la necesidad de un periodismo que investigue al poder. La persistencia del periodista Juan Pablo Barrientos para documentar estos abusos ha concretado la única sanción social real que han recibido estos abusadores. Los invito a que lean con atención este libro.


DANIEL CORONELL


Agosto del 2021









PRESENTACIÓN


Cuando se habla de un grupo del crimen organizado lo primero que se viene a la cabeza es la imagen de unos hombres armados, encapuchados, motorizados, listos para robar, matar o hacer lo que sea para conseguir su objetivo. Existe otra imagen, menos obvia, pero que también corresponde a una estructura criminal: la de unos hombres educados, vestidos con sotanas o de manera impecable, bien hablados, que dominan varios idiomas, que queman y a los que les queman incienso.


La Organización de Naciones Unidas (ONU) define el crimen organizado como «un grupo de tres o más personas que no fue formado de manera aleatoria; que ha existido por un periodo de tiempo; actuando de manera premeditada con el objetivo de cometer un delito punible; con el fin de obtener, directa o indirectamente, un beneficio financiero o material».


En Estados Unidos investigaron a la Iglesia católica bajo esta figura y descubrieron que su forma de actuar es igual a la de la mafia, con el agravante de que la primera es una institución legal y socialmente aceptada. Los delitos que han cometido son acto sexual abusivo contra menores de edad, y encubrimiento, realizado durante décadas por altos jerarcas eclesiásticos. Escondieron estas denuncias en sus archivos y nunca las pusieron en conocimiento de autoridades civiles para que fueran investigadas, querían evitar un escándalo y el pago de indemnizaciones a los sobrevivientes, que se cuentan por miles alrededor del mundo. Solo en ese país, hasta 2018, ya habían pagado más de tres mil millones de dólares a las víctimas, lo que llevó a la bancarrota a diecinueve diócesis y comunidades religiosas.


Este es el cordero de Dios es la historia de Pedro*, un joven que a los quince años comenzó a ser violentado sexualmente por un sacerdote, que se aprovechó de su pobreza, orfandad e ignorancia. Este fue el comienzo de un abuso sistemático que duró veinte años, en los que treinta y siete sacerdotes lo prostituyeron a cambio de mercados, dinero, ropa y muchas promesas. Los curas que fueron denunciados tienen diferentes características: los hay arrogantes, sencillos, ricos, pobres, honestos, ladrones, activos y pasivos; también buenos y malos con sus comunidades, cercanos y lejanos al arzobispo, diocesanos y de comunidades religiosas, colombianos y extranjeros.


La narración de Pedro, como lo manifiesta la investigación previa de la Arquidiócesis de Villavicencio que fue enviada a la Congregación para la Doctrina de la Fe (CDF) en el Vaticano, merece «plena credibilidad y verosimilitud en la narración, conforme a las reglas que informan la sana crítica testimonial, con notoria apariencia de verdad que no pueden ser desconocidas, ni minimizadas».


En las seis oportunidades en las que Pedro ha contado su historia, ha sido consistente en nombres, lugares y circunstancias, también en sus equivocaciones o imprecisiones sobre la edad que tenía cuando conoció a algunos de los involucrados en su denuncia. Él dice que tenía trece años cuando conoció al padre Javier Guillén Urrego, el primer sacerdote que lo abusó sexualmente. Durante la investigación periodística determiné que el encuentro tuvo lugar cuando él tenía quince años.


Crucé los nombres de los treinta y siete sacerdotes que mencionó Pedro en su relato con la información que entregó la Arquidiócesis de Villavicencio, que resultó incompleta y hasta mentirosa. Es tan escandaloso el intento de encubrimiento de los hechos que hasta el arzobispo cometió el delito de falsedad ideológica en documento público para encubrir a un sacerdote que había sido denunciado por pederastia en Miami en 2010, al que el jerarca protegió trasladándolo de parroquia en parroquia. Por eso, he revisado con pinzas caso por caso y analizado de manera concienzuda la información que la Iglesia católica nos entregó a la Fiscalía y a mí.


En la reportería que hice para escribir este libro, además de escuchar a Pedro, leí sus declaraciones ante la curia y las autoridades civiles. Luego solicité información de cada uno de los sacerdotes mencionados a sus arquidiócesis, diócesis y comunidades religiosas. Intenté hablar con todos los involucrados, pero ninguno me respondió. Con los datos que encontré pude organizar de manera cronológica, y lo más fidedigna posible, los recuerdos de Pedro a lo largo de veinte años de su vida.


La Iglesia católica me inspira desconfianza por su opacidad. Esta historia es fascinante porque los jerarcas de Villavicencio, en una jugada para aparentar transparencia, les abrieron las puertas a tres abogadas destacadas, disciplinadas, cumplidoras del deber y de la ley, todas madres, esposas y católicas practicantes, de rosario en mano y ofrenda semanal. Gracias a ellas se hizo público el trágico relato de cómo treinta y siete sacerdotes le destruyeron la adolescencia a Pedro y lo dejaron marcado de por vida.


María del Socorro Martínez Almanza, Olga Cristancho Vergara y Claudia Carrasquilla Minami fueron las valientes que impidieron que la historia de Pedro desapareciera y se llenara de polvo en los archivos del vicario general y del arzobispo de Villavicencio. Dos de ellas fueron las investigadoras del caso, nombradas por medio de un decreto arzobispal, y la otra asumió su defensa. Monseñor Óscar Urbina jamás se imaginó que esta trinidad lo pondría a temblar a él, a sus mandaderos y al corrupto entramado institucional que la Iglesia católica había creado durante siglos para evitar que las autoridades civiles se inmiscuyeran en sus asuntos.


En la estructura eclesial mandan y siempre han mandado los hombres, las mujeres son sujetos decorativos y son tratadas como objetos de alto valor si se ciñen al papel que les corresponde. En este mundo prima el secreto y se valora el silencio cómplice. Si las mujeres tuvieran el mismo rol y poder que tienen los hombres en la Iglesia todo eso se vendría abajo o se rompería en mil pedazos porque, con algunas excepciones, una mujer, que además es madre, jamás se quedaría callada frente al abuso sexual a niños, niñas y adolescentes.


Ante la avalancha de denuncias contra sacerdotes por abuso sexual infantil en todo el mundo, el papa Francisco ordenó que todas las diócesis, arquidiócesis y comunidades religiosas crearan una Oficina del Buen Trato. En la que organizaron en Villavicencio fueron nombradas María del Socorro Martínez Almanza y Olga Cristancho Vergara en mayo de 2019. Tras conocer la historia de Pedro su trabajo fue tan efectivo que la mayoría de curas involucrados fueron suspendidos, el caso se dio a conocer en el Vaticano y se presentó la denuncia penal en la Fiscalía. Esta ordenó una inspección judicial a las oficinas de la Arquidiócesis de Villavicencio el 12 de abril de 2020, un hecho sin precedentes que se dio en el marco de la investigación contra los religiosos por inducción a la prostitución.


Colombia ha sido tradicionalmente un país católico y la relación con el Vaticano, el Estado que es el corazón de la Iglesia católica, está regulada por el concordato, un tratado internacional firmado entre las dos partes en 1973. Veinte años más tarde fue demandado por inconstitucional y la Corte Constitucional, tras una juiciosa revisión, declaró inexequible dieciséis de los treinta y un artículos que incluía. Uno de estos fue el artículo XIX, que impedía que los obispos fueran investigados y juzgados por la justicia ordinaria: «[…] los procesos penales contra los obispos son de competencia exclusiva de la Sede Apostólica».


El artículo XX, que evitaba que los curas fueran enviados a la cárcel en el proceso penal, también fue declarado inexequible: «[...] En la detención y arresto, antes y durante el proceso, no podrán aquellos ser recluidos en cárceles comunes […]». No obstante, la Iglesia sigue apelando a este en todos los expedientes judiciales para pedir la libertad de sus miembros acusados de abuso sexual contra menores de edad. Lo inexplicable es que algunos jueces accedan a las pretensiones de los obispos, ignorando las sentencias de la Corte. Ahora hay sacerdotes en casa cural por cárcel gracias a este artículo inexequible.


El que sí fue declarado exequible fue el segundo: «La Iglesia católica conservará su plena libertad e independencia de la potestad civil y por consiguiente podrá ejercer libremente toda su autoridad espiritual y su jurisdicción eclesiástica, conformándose en su gobierno y administración con sus propias leyes». La Corte dejó claro que la Iglesia católica tiene toda la autonomía para manejar sus asuntos administrativos, financieros y doctrinales, más no aquellos que sean competencia del ordenamiento jurídico, como es el caso de la violencia contra niños, niñas y adolescentes, el lavado de activos o cualquier delito.


Protegidas por un artículo de ese tratado internacional, las curias se ufanan de tener archivos secretos en los que reposan miles de denuncias contra sacerdotes por agresiones sexuales a menores de edad, que nunca llegaron al escritorio de un fiscal colombiano, pero sí a la Congregación para la Doctrina de la Fe, la justicia del Vaticano, la cual decide si absuelve, suspende o condena a los acusados. La pena por abusar sexualmente de un niño o una niña es la expulsión del sacerdocio y una vida en oración y penitencia en un lugar aislado como lo muestra la película chilena El club, de Pablo Larraín. En la Arquidiócesis de Medellín, que recibe pederastas de todo el país, esa casa se llama San Alberto Hurtado y queda en el municipio de Copacabana.


La mayoría de las denuncias que reposan en estos archivos son sobre sacerdotes que tienen relación sentimental con una mujer y los que han violado niños. Para los altos jerarcas católicos es más grave lo primero que lo segundo, incluso sabiendo que la pederastia es un delito hasta en el derecho canónico, como apenas lo vino a decidir el papa Francisco, dos mil años más tarde, el primero de junio de 2021.


A los que se involucran con mujeres los expulsan, por lo general, de inmediato. A los abusadores de niños los mantienen en funciones mientras les siguen el debido proceso. La valoración de la gravedad de los hechos que hace el obispo encargado está viciada por la cercanía que el implicado tenga con el jerarca, el poder que haya acumulado en la diócesis, y la cantidad de secretos que guarde. Como en todo, hay excepciones a la regla.


El derecho canónico pisoteando el derecho penal. El 29 de noviembre de 2019, los obispos de Colombia le notificaron al fiscal general que tienen archivos de denuncias contra sacerdotes por violencia sexual contra niños, niñas y adolescentes. Y no pasó nada. No hubo capturas ni llamados a interrogatorio, como debería suceder por la gravedad de los hechos. Por el contrario, monseñor Óscar Urbina Ortega, entonces presidente de la Conferencia Episcopal y arzobispo de Villavicencio, amparado en el concordato, le informó al fiscal encargado Fabio Espitia qué tipo de información iba a entregar y cómo iba a hacerlo. El resultado es un documento elaborado de manera conjunta con la Fiscalía Delegada para los delitos de la Infancia y la Adolescencia, que lleva por título Criterios para documentación y colaboración con la Fiscalía General de la Nación.


Este documento es de entrada una confesión de encubrimiento porque la Iglesia reconoce tener archivos con «casos de investigaciones a sacerdotes y religiosos por delitos sexuales o conductas de explotación sexual cometidos contra menores de edad». También pone como condición para la entrega de información que los expedientes se mantengan en confidencialidad, es decir que no los conozcan los medios de comunicación, «de acuerdo con el derecho canónico, con fundamento en los artículos II y III del Concordato suscrito por la República de Colombia con la Santa Sede».


En un Estado de Derecho, la Iglesia le entregaría de inmediato a la Fiscalía General todas las denuncias contra sacerdotes que ha recibido en las curias, en toda la historia, por delitos que atentan contra los derechos de los menores de edad. No solo no lo hace sino que, con la complicidad del ente acusador, pide no investigar a los curas que ya están muertos y los abusos del pasado, «que no se documenten los casos de conductas sobre las que haya operado la prescripción de la acción penal». Con estas diecinueve palabras, la Iglesia católica elimina de tajo a las víctimas de hace cuarenta, treinta, veinte y diez años.


Junto a esta carta entregaron veinte denuncias contra pederastas, solo de las arquidiócesis de Medellín y Bucaramanga. Esto parecería una muestra de su buena voluntad, pero no lo es porque lo importante sería que entregaran todos sus archivos. Es que se trata de delitos contra menores de edad, no de herencias robadas a viejitas.


En la misiva le notifican a la autoridad civil que, de ahora en adelante, el vicario general y el obispo evaluarán qué tan grave es la denuncia para los intereses de la diócesis o arquidiócesis y, con base en eso, le informarán o no a la autoridad competente. Se trata de dos curas atribuyéndose funciones propias de fiscales y jueces de la República.


Estamos ante un Estado, el más pequeño del mundo (Ciudad del Vaticano, 0.44 kilómetros cuadrados y ochocientos habitantes), que imparte justicia en otro, Colombia. Es un gobierno extranjero con un jefe de Estado (el papa), un banco central (Banco Vaticano), su propio sistema jurídico (derecho canónico), ejercido por sus propios abogados (canónicos), en sus tribunales (eclesiásticos) y con diplomáticos en todo el mundo (nunciaturas), inmiscuidos en nuestros asuntos internos.


Pero poco a poco el secreto ve la luz. Gracias a la investigación periodística que hice para el libro Dejad que los niños vengan a mí, la Corte Constitucional emitió el 3 de marzo de 2020 la sentencia T/091/20 que obligó a la Arquidiócesis de Medellín a responder los derechos de petición en los que pregunté por docenas de sacerdotes involucrados en violencia sexual contra menores de edad. El magistrado ponente fue Carlos Bernal Pulido. Este presentó una ponencia según la cual los datos de los sacerdotes, cuando se trata de unos derechos superiores, como es el acceso a la información, no son privados sino semiprivados, porque con ese acceso se busca esclarecer si esos ciudadanos han cometido violencia sexual contra niños, niñas y adolescentes.


La negligencia del arzobispo de Medellín y exvicepresidente de la Conferencia Episcopal, monseñor Ricardo Tobón Restrepo, para responder un derecho de petición, los dejó desnudos, pues ahora las catorce arquidiócesis, cincuenta y dos diócesis, diez vicariatos apostólicos y las más de cincuenta comunidades religiosas que operan en el país, están en la obligación de responder las peticiones que busquen establecer si sus sacerdotes han violentado sexualmente a infantes y adolescentes.


Eso si antes no desaparecen información, como se ha comprobado en las arquidiócesis de Villavicencio y Medellín, o silencian a los sobrevivientes como lo ha hecho la Iglesia católica en la capital antioqueña, donde se negociaron sumas que llegan a los mil millones de pesos para proteger a cuatro curas pederastas, según una fuente reservada. Por si fuera poco, el vicario general de esa jurisdicción, Óscar Augusto Álvarez Zea, encargado de investigar a sus colegas abusadores, compró por veinte millones de pesos el silencio de un menor con quien decía mantener una relación amorosa. Y cómo no mencionar al cura salesiano Eliecer Salesman, famoso por reconocer en un video que violó a un niño porque se presentó en pantaloneta. Años más tarde acallaron a la víctima con cien millones de pesos.


Los otrora arzobispos más importantes del país, el de Medellín y Villavicencio, o los salesianos, no son los únicos con prontuario. El cardenal Rubén Salazar Gómez, arzobispo de Bogotá hasta que alcanzó la edad de retiro canónico el 25 de abril de 2020, protegió al pederasta Nelson William Montes Lizarazo, quien abusó de una niña desde los diez años hasta que la dejó en embarazo a los quince. Salazar Gómez le dijo a la revista Semana el 9 de marzo de 2019: «Quien calla un caso de abuso también es un abusador», pero autorizó y recomendó al pederasta para que trabajara en la Diócesis de San Carlos en Venezuela. Lo acompañaron en el entramado para encubrir a Montes, el presidente del Tribunal Eclesiástico y capellán del Congreso de la República, monseñor Pedro Mercado Cepeda, y el padre Mauricio Uribe Blanco, decano de la Escuela de Filosofía y Humanidades de la Universidad Sergio Arboleda y exconjuez de la Corte Constitucional.


A Salazar Gómez lo reemplazó Luis José Rueda Aparicio, quien en la primera entrevista que dio como arzobispo de Bogotá mintió sin pudor alguno. Dijo que a todas las víctimas las estaban atendiendo, cuando es algo absolutamente falso. Ni atención ni reparación, solo revictimización. También alardeó, como lo hizo su antecesor, con su obispo auxiliar Luis Manuel Alí Herrera, miembro de la Comisión Pontificia para la protección de los menores del Vaticano, pero quien se quedó callado con el encubrimiento del cardenal Salazar a curas pederastas. Luz en la calle y oscuridad en la casa.


El arzobispo de Cali, monseñor Darío Monsalve Mejía, nunca le pidió perdón a una madre agonizante, que le reclamaba por haberla responsabilizado del abuso sexual de cuatro menores de su familia cometido por un sacerdote. Monsalve trató de sobornar a las víctimas para que abandonaran su defensa, a cargo de Elmer Montaña, el abogado que más ha llevado a juicio a la Iglesia católica. Monsalve Mejía trata de equilibrar su maltrato a las víctimas de curas pederastas con acciones muy comprometidas en favor de la paz de Colombia. Toda una contradicción.


El obispo de Sonsón-Rionegro, monseñor Fidel León Cadavid Marín, atendió en 2018 la denuncia de un hombre que dice haber sido abusado sexualmente en su niñez por seis sacerdotes. En los primeros días, Cadavid le ayudó con los pasajes y algunas consultas con un psicólogo. Para quedar bien en el libro Dejad que los niños vengan a mí, suspendió a dos de los sacerdotes mencionados en la denuncia, Ovier de Jesús Galvis Sánchez y Luis Carlos Salazar Jiménez.


A los pocos días monseñor Cadavid abandonó completamente al sobreviviente, un hombre que hoy en día necesita ayuda psiquiátrica y médica urgente, no solo por los abusos sexuales que denuncia sino porque está a punto de perder un ojo por un accidente laboral que agudizó su situación mental. Mientras aguanta hambre y libra una batalla con su EPS y con su ARL Sura para no dejarse morir, a los padres Galvis Sánchez y Salazar Jiménez les levantaron la suspensión y volvieron al sacerdocio. Ovier Galvis fue nombrado juez en el Tribunal Diocesano y vicario parroquial de la Presentación de Nuestra Señora en Rionegro en diciembre de 2020. Luis Carlos Salazar, por su parte, fue nombrado párroco en San Cayetano, en La Ceja. Nombramientos firmados por monseñor Cadavid.


El obispo de Armenia, Carlos Arturo Quintero Gómez, encubrió al gobernador del Quindío y también sacerdote Carlos Eduardo Osorio Buriticá, denunciado por abuso sexual a menor de edad. Monseñor Quintero les escondió esta acusación a los electores del gobernador y a la opinión pública, y solo la vino a revelar cuando Osorio había terminado su periodo de gobernador en 2020 y yo comencé a indagar al respecto. Hoy el exgobernador hace parte de una alianza de mandatarios regionales para la presidencia en 2022, liderada por el exalcalde de Barranquilla Álex Char.


Todas estas historias están acompañadas por un silencio absoluto de la Fiscalía, porque si bien la presentación de este libro reclama que toda denuncia llegue primero al ente acusador, eso tampoco garantiza justicia. Doña Patricia Osorio y su hija Diana Patiño siguen preguntándose quiénes fueron los curas del colegio San Viator de Bogotá que abusaron sexualmente de su hijo, Daniel Eduardo, quien decidió quitarse la vida el 23 de mayo de 2017. Un año antes de su muerte la Fiscalía conoció los abusos, pero no hizo nada. Pudo evitar la muerte de Daniel, pero prefirió proteger a los curas. Cuatro años después, la fiscal solo movió el expediente para precluir a favor de uno de los sacerdotes, denunciado en el pasado por dos menores más. La fiscal Sandra Yesenia Noguera Bonilla dice seguir investigando, pero cinco años después no ha llamado a declarar a ninguno de los sacerdotes que coincidieron con el menor en el colegio.


De los franciscanos, misioneros de Yarumal, montfortianos, jesuitas, de todas las diócesis y arquidiócesis, de todos se han documentado historias periodísticas que han llevado a sanciones efímeras, en donde las víctimas quedan en un segundo plano y el olvido estatal y eclesiástico. Ni justicia, ni verdad ni reparación. No son casos aislados ni manzanas podridas como se dice cuando hay denuncias de violaciones de derechos humanos o corrupción en el Ejército y la Policía.


Cifras recientes hablan de al menos cien mil denuncias por pederastia contra miembros de la Iglesia católica, pero los casos no denunciados pueden ser cinco veces más. Décadas de impunidad para proteger a los victimarios y hacerle el quite a las indemnizaciones multimillonarias que puede ordenar la justicia en un caso de abuso sexual de menores. Además, tienen doscientas cincuenta mil parroquias en todo el mundo para moverlos como Pedro por su casa.


Es un fenómeno mundial y sistemático como lo demostró un estudio de tres profesores españoles de la Universitat Oberta de Catalunya, la Universidad de Barcelona y la Universidad del País Vasco, que concluye que las autoridades religiosas en España han eludido investigar «a fondo» la pederastia. Los investigadores señalaron la «nula colaboración» de la Iglesia para esclarecer los abusos sexuales a menores en ese país, comenzando por la apertura de sus archivos secretos. Los obispos españoles reconocieron en abril de 2020 solo doscientos veinte casos de pederastia eclesial, cuando una base de datos de El País contabiliza trescientos veintisiete y ochocientas cuarenta víctimas.


Ese mismo estudio encontró que «el 86,8% de las víctimas no le contó a una persona de su entorno más cercano hasta que cumplió los veinticuatro años. Muy pocos lo notificaron a la autoridad (la Policía, un juzgado o a la propia Iglesia) y, de estos, el 52,9 % ha tenido una mala experiencia tras dar ese paso». Los profesores encontraron que la respuesta de la Iglesia católica ha revictimizado a los sobrevivientes.


Y sí que lo ha hecho, desde Francisco para abajo. Porque por más buenas intenciones que aparenta tener el papa argentino, sus acciones están del lado de los abusadores y de la estructura que ha permitido que los abusos se sigan dando. El 21 de mayo de 2021, en un ataque de honestidad, presentó su renuncia el cardenal y presidente de la Conferencia Episcopal de Alemania, Reinhard Marx. Palabras más, palabras menos, el arzobispo de Múnich y Freising le pidió al papa que aceptara su renuncia porque la Iglesia católica había llegado a un «punto muerto» en casos de abusos sexuales de los que él había sido corresponsable: «mucho fracaso personal y errores administrativos». Marx, de sesenta y siete años, le dijo a Francisco que este era un fracaso institucional en el que muchos no quieren reconocer su responsabilidad «y con ello la culpa de la institución».


A pesar de que el cardenal Marx quería mostrar un «signo personal» para que se produjera «un nuevo comienzo» en la Iglesia católica, el papa Francisco no le aceptó la renuncia. Una cachetada para todos los sobrevivientes y víctimas de sacerdotes pederastas del mundo. Una revictimización que Francisco equilibra con palabras bonitas para ocupar titulares grandilocuentes, que poco se compadecen con la realidad.


En Colombia estamos lejos de ver a un obispo renunciar. Su orgullo no se los permite. Protegen con su vida un archivo secreto criminal y, si es posible, se lo llevan a la tumba. Óscar Urbina y Ricardo Tobón presidieron hasta el 6 de julio de 2021 la Conferencia Episcopal. Sus colegas los eligieron en 2017 y les dieron la espalda para la reelección en la presidencia y vicepresidencia en 2021. Algo que no ocurría desde hace treinta y un años. El último obispo que no fue reelegido presidente fue el cardenal Alfonso López Trujillo, patrón de Urbina y Tobón y de gran parte del episcopado colombiano.


A Óscar Urbina Ortega lo reemplazó el arzobispo de Bogotá, Luis José Rueda Aparicio. El mismo que dijo en una entrevista que a las víctimas de curas pederastas las trataban divinamente. Así de profundo fue el cambio de mando en la Conferencia Episcopal.


_________________________


* Nombre cambiado para proteger la identidad del denunciante.











CAPÍTULO 1


Las elegidas


El papel aguanta todo y más si se le estampa la firma papal. El 9 de mayo de 2019, Francisco publicó una carta apostólica en forma de Motu Proprio, es decir por iniciativa propia y valiéndose de su autoridad, titulada Vos estis lux mundo, que traduce Vosotros sois la luz del mundo. En este documento les ordenó a todos los obispos del mundo conformar comisiones en cada diócesis para el cuidado de los niños, niñas y adolescentes. En el punto trece enfatizó que en estas deberían participar «personas cualificadas».


—Monseñor, toca poner a dos abogados en esa comisión — le dijo el vicario a su obispo.


—Busquemos a dos viejitas jubiladas, bien rezanderas —respondió el jerarca.


—Qué así sea —concluyó el vicario.


Este diálogo se repitió en todo el mundo. Solo cambian los personajes de las viejitas jubiladas por abogados empleados de la curia, profesores de Derecho adscritos a universidades católicas o cualquier otro letrado manipulable. Esas comisiones las conforman además psicólogos, trabajadores sociales, padres de familia, monjas, curas y hasta el obispo. Cada mes se reúnen para trabajar en campañas de prevención y también para conocer los archivos secretos y los testimonios de las víctimas de sacerdotes pederastas para aconsejar al obispo en las decisiones que tiene que tomar.


—Socorro, te espero en la misa del 31 y luego en la cena en la casa cural con mi familia y el obispo.


—Claro padre, allá estaré con mi esposo.


Devota de misa y limosna diaria, lectora en la liturgia, acólita si era necesario; siempre con el rosario en la cartera, y no de adorno, sino como una de sus herramientas más poderosas; la Biblia presidiendo la sala de su casa; amiga del párroco, al punto de ser invitada a las lujosas cenas que ofrecía en las fechas religiosas más importantes, María del Socorro Martínez Almanza, Socorro para sus allegados, era la candidata perfecta para la comisión.


Sus títulos y experiencia como abogada, administradora de empresas y profesora, la hacían idónea para ocupar ese puesto. Tiene cincuenta y seis años, está jubilada, es madre de dos hijos adultos y hace poco se estrenó como abuela de León Grande. Esta barranquillera enérgica, con todo el sabor de su tierra, trabajó más de dos décadas en la Procuraduría Judicial Penal del Meta, donde conoció de primera mano los crímenes más atroces que se pueden cometer. Fue una funcionaria juiciosa, dedicada a su familia, su trabajo y, sobre todo, a su Iglesia.


El lunes 31 de diciembre de 2018, Socorro se emperifollaba mientras Richard, su segundo esposo, un bogotano de su misma edad, buscaba la mejor pinta. Estaban invitados a la cena de Año Nuevo en la Catedral de Nuestra Señora del Carmen de Villavicencio. Compartirían mesa con el arzobispo y presidente de la Conferencia Episcopal, el obispo más importante de Colombia. Una bendición y un honor para cualquier católico practicante.


El párroco Gustavo Botero suele celebrar la cena de Navidad en la catedral, con gran rimbombancia y protocolo. Lleva a su mamá, a sus hermanos e invita al arzobispo Urbina. Como sabía que Socorro estaba sola por esas fechas también la convidaba. Ese año la invitó a esa celebración y a la de Año Nuevo, lo cual habla de la cercanía y confianza que le tenían.


—Desde las novenas, que comienzan el 16 de diciembre, él me decía: «Socorrito, ¿dónde va a pasar la Navidad?». Yo respondía: Padre, todavía ni sé. Ahí en la casa.


—Ya sabe, tanto usted como Richard están invitados a mi cena.


—Ah, bueno padre. Está bien.


El 31 de diciembre, Socorro y Richard fueron a la misa de Año Nuevo, a las diez de la noche, que era el preámbulo de la cena, a la que estaban invitadas unas quince personas, entre quienes estaban monseñor Urbina, su conductor, la madre del padre Gustavo, dos de sus hermanos, dos sobrinos y una señora que canta en la iglesia. Socorro hizo como siempre una de las lecturas. Al final, monseñor les preguntó a sus áulicos: «¿Cómo les pareció la homilía?». Todos le respondieron, como leyendo un libreto, «muy linda, muy emotiva, se sintió la presencia de Dios en el templo». Tanta hipocresía hacía que a Socorro le temblaran las piernas.


—Doctora, ya me enteré de que está gozando de su pensión, ¿qué va a hacer en adelante?


—Descansar, monseñor, porque estoy intoxicada de todo eso que viví.


—Doctora, es que hay un proyecto y yo quiero que usted me acompañe. Yo sé de su trayectoria, de su experiencia, de su hoja de vida, y sé que es una persona muy pulcra.


El arzobispo llevaba puesta su vestimenta eclesiástica color violeta, la mitra de las celebraciones litúrgicas y acompasaba su caminar solemne con su báculo pastoral. Parecía el mismísimo papa. Todo ese aspecto de buen hombre lo acentuaba con una mirada penetrante y un semblante serio, como si sus labios estuvieran a punto de decretar una excomunión.


Socorro había comenzado a trabajar en la Procuraduría un septiembre y se había jubilado en ese mismo mes veinticinco años después. Estaba feliz descansando y en ese momento no se le pasaba por la cabeza que pronto volvería a sentir el estrés y la adrenalina de los juzgados y los tribunales. La conversación con monseñor no había terminado, solo estaba en pausa.


Urbina bajó de su cúspide clerical y se cambió, como cualquier hombre terrenal subyugado por sus pecados, por la ropa negra de calle ordinaria con su pectoral. Su aspecto de jerarca duro de la Iglesia, de seguidor de Pedro el apóstol, le dio paso al de una persona cualquiera, común y corriente. Así volvió a conversar con Socorro, quien seguía extraviada en las alegorías bíblicas y el olor a santidad provocado por el incienso que había perfumado el templo durante la eucaristía.


—Tengo que decirle algo, doctora.


—Tranquilo, monseñor, me voy a quedar en la cena. Enseguida subo.


La cena se llevó a cabo en el segundo piso. El padre Gustavo lo preparaba todo con magnífico detalle. Le encanta la culinaria. También disponía la mesa con finos manteles blancos y cubertería plateada. Ubicaba velas y candelabros.


Transcurrieron unos cuantos minutos. Los invitados se sirvieron del opíparo bufete que había preparado el padre Gustavo y todos se sentaron a manteles. Monseñor Urbina en la cabecera de la mesa, como obligaba su autoridad moral y su jerarquía eclesiástica. El padre Gustavo se sentó a la derecha y Socorro, un tanto incómoda, fue acomodada a la izquierda.


—Venga, doctora, que necesito hablar con usted.


— Dígame monseñor, ¿en qué le puedo servir?


—Mire Socorrito, es que hay un proyecto, ordenado expresamente por el papa, de carácter obligatorio. Cada arquidiócesis debe conformar una comisión integrada por personas de altas calidades y quiero que usted sea una de esas personas, porque usted es penalista, y tiene una brillante trayectoria.


— Monseñor, ¿y quiénes son los demás integrantes?


—Hay una pareja de padres de familia, una psicóloga, una trabajadora social y otro abogado penalista.


— ¿Y quiénes son?


—Todavía no estoy seguro, por eso no puedo decirle quiénes son.


El grupo de escogidos era todavía incierto y el obispo se notaba apurado, como que todo ese tema le fastidiaba. El abogado penalista era Jorge Socotá, quien había representado a un cura y a un seminarista de la Arquidiócesis de Villavicencio condenados por pederastia en un juzgado metense. Socotá se retiró dos días después de su elección por problemas de salud que tenía que resolver de inmediato.
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